ACCIÓN DE TUTELA DE 2ª INSTANCIA

RADICACIÓN: 660013187001 2024 00145 01

ACCIONANTE:   JOHN A. VALENZUELA PÉREZ 

AGENCIADO: WILLIAM De J. MELCHOR VÉLEZ

DECRETA NULIDAD 

A N° 007

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO / NULIDAD PROCESAL / INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO

INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO – Genera nulidad.
… La jurisprudencia constitucional ha establecido que la falta de notificación de las providencias proferidas en un proceso de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo, lo mismo que su falta de vinculación al proceso, generan una irregularidad que vulnera el debido proceso. Pese a la informalidad de la acción de tutela, es posible que quien a ella acuda no determine con la claridad qué dependencias o entidades son las que afectan sus derechos o tienen obligación en su protección, lo cual exige al juez en sede de tutela a prestar mayor atención, en aras de detectar cualquier falencia y proceder a enderezar el trámite mediante la vinculación de quienes tienen injerencia.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA nº 2 de decisión PENAL
Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
Pereira, trece (13) de febrero de dos mil veinticinco (2025)
Acta de Aprobación N° 141
Hora: 1:55 p.m.

Radicación: 660013187001 20240014501
1.- VISTOS 

Se procedería por medio de este proveído a desatar la impugnación interpuesta por la Coordinadora Grupo Asuntos Legales de la Dirección General de Sanidad Militar, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, con ocasión de la acción de tutela presentada por el abogado JOHN ALEXANDER VALENZUELA PÉREZ, defensor público que interviene como agente oficioso del ciudadano WILLIAM DE JESÚS MELCHOR VÉLEZ, de no ser porque se advierte un error sustancial en el procedimiento que afecta garantías esenciales.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la parte accionante, se puede sintetizar así: (i) el señor WILLIAM MELCHOR se encuentra afiliado al Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, Dirección de Sanidad del Ejército Nacional; (ii) padece múltiples enfermedades “INSUFICIENCIA CARDIACA DE NOVO, HIPERTENSION ARTERIAL, OBESIDAD GRADO 1, DISCOPATIA”; (iii) desde diciembre 07 de 2024 fue hospitalizado en la ESE HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE DE PEREIRA y en la atención médica se determinó que el paciente requiere el procedimiento “CARDIORESONANCIA”; (iv) se indicó a la señora VIVIANA MACÍAS ROJO (familiar del paciente), que para el servicio requerido se iba a realizar el traslado a la ciudad de Bogotá, pero no cuentan con los recursos para los viáticos del paciente ni del acompañante que se exige. 

Solicitó la protección de los derechos fundamentales a la salud y vida del agenciado y que, en consecuencia, “ORDENAR a la EMS BATALLÓN DE ASPC No. 8 CACIQUE CALARCA, CARDIORESONANCIA para el accionante WILLIAM MELCHOR VELEZ”; además, que asuma la autorización y suministro oportuno, permanente e integral de los servicios necesarios para el manejo de la patología.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela -mediante auto de diciembre 24 de 2024-, el despacho de primer nivel dispuso correr traslado al “EMS BATALLÓN DE ASPC NO. 8 CACIQUE CALARCÁ”, como autoridad accionada, en tanto ordenó vincular de oficio a: (i) “DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD MILITAR”, (ii) “ESM BATALLÓN SAN MATEO”, (iii) “SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD”, (iv) “ESE HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE DE PEREIRA – RISARALDA”, (v) “COMANDO GENERAL FFMM EJERCITO NACIONAL” y (vi) “MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL”.

3.2.- Frente al traslado de tutela, se presentaron las siguientes intervenciones: 
3.2.1.- El apoderado judicial de la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira, quien hizo saber que el señor WILLLIAM MELCHOR continuaba bajo atención en ese centro hospitalario, pero que era responsabilidad de SANIDAD MILITAR garantizar las atenciones requeridas por el paciente. Señaló que el usuario ya había sido aceptado en una IPS en Bogotá, pero SANIDAD MILITAR no había gestionado la ambulancia para el traslado. Solicitó desvincular a esa institución hospitalaria porque no ha vulnerado derecho fundamental alguno del agenciado.  

3.2.2.- La Coordinadora Grupo Asuntos Legales de la Dirección General de Sanidad Militar -DIGSA-, por su parte, solicitó la desvinculación de esa entidad por falta de legitimación en la causa por pasiva, al carecer de competencia legal y funcional para atender las pretensiones de la acción. Ello, como quiera que, por disposición del artículo 9º de la Ley 352 de 1997 y el artículo 12 del Decreto Ley 1795 de 2000, esa Dirección es una dependencia del Comando General de las Fuerzas Militares, y no tienen injerencia en la prestación de servicios médicos, lo cual corresponde a las Direcciones de Sanidad de cada Fuerza (Naval – Fuerza Aérea - Ejército Nacional) por medio de los respectivos Establecimientos de Sanidad.
Advirtió que, conforme a la estructura del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, en el caso concreto era competencia de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, en coordinación con el Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón de ASPC No. 8 “Cacique Calarcá”, dar respuesta a lo pretendido por la parte accionante; por ello, solicitó vincularlos al trámite como litisconsorcio necesario.
Precisó que la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional (DISAN) es una dependencia diferente a la Dirección General de Sanidad Militar, con funciones distintas e independientes, sin ningún tipo de relación legal jerárquica.  

3.3.- Culminado el término constitucional, el juzgado mediante fallo de enero 03 de 2025 tuteló los derechos fundamentales a la salud y vida del señor WILLIAM MELCHOR VÉLEZ. En consecuencia, le ordenó a “DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD MILITAR Y DE EJERCITO NACIONAL y EMS BATALLÓN DE ASPC NO. 8 CACIQUE CALARCÁ” que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la sentencia, “de manera solidaria y mancomunada, adelanten todas la acciones pertinentes y encaminadas a facilitar al accionante el efectivo acceso al servicio médico denominado “CARDIORESONANCIA”, incluyendo el pago de viáticos a que hubiere lugar”.
Para llegar a la anterior determinación, el A-quo argumentó que, según lo probado en el trámite constitucional, el servicio de salud requerido por el señor WILLIAM MELCHOR no se había realizado, de lo cual responsabilizó a la Dirección General de Sanidad Militar, del Ejército Nacional y al Establecimiento de Sanidad Militar Batallón de Apoyo y Servicios para el Combate -ASPC- No. 8 ASPC “Cacique Calarcá”, quienes incumplieron con la prestación oportuna de los servicios necesarios para el paciente, lo que puso en riesgo su salud y vida, en tratándose de un procedimiento esencial para el diagnóstico y tratamiento adecuado. 
4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término de ejecutoria, la Coordinadora Grupo Asuntos Legales de la Dirección General de Sanidad Militar -DIGSA- impugnó la decisión y solicitó que se revoque. 
Al efecto, reiteró los argumentos que planteó en la contestación al traslado de tutela, relativos a la falta competencia legal y funcional para atender los requerimientos del accionante, para lo cual son competentes la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, en coordinación con el Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón de ASPC No. 8 “Cacique Calarcá”, autoridades que deben ser vinculadas al caso para integrar en litisconsorcio necesario.
Además, señaló que en el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares los usuarios no tienen la carga de asumir copagos ni cuotas moderadores para la prestación de servicios, por lo que se espera que, como mínimo, asuman los costos de transportes para el cumplimiento de citas y exámenes asignados, en especial porque los servicios que se ofertan no son subsidiados, en tanto los usuarios allí cotizantes poseen capacidad económica para sufragar esas erogaciones; en todo caso, precisó que la asignación de transporte y viáticos en el caso concreto compete exclusivamente a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional (DISAN). 

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591/91.
Analizada con detenimiento la actuación surtida, se observa que no es posible desatar la impugnación y, en su defecto, la Sala debe pronunciarse acerca de una irregularidad sustancial presentada en desarrollo del trámite adelantado ante el juzgado de primer nivel, dado que no se integró en debida forma el contradictorio; ello, como quiera que se hacía indispensable que todas las partes que tienen algún interés en el asunto fueran atadas al mismo y, de ese modo, permitirles la oportunidad para ejercer los derechos de defensa y contradicción. 

En efecto, el juzgado de primera instancia dispuso correr traslado de la solicitud de tutela invocada en favor del señor WILLIAM MELCHOR, tanto al Establecimiento de Sanidad Militar del “BATALLÓN DE ASPC NO. 8 CACIQUE CALARCÁ”, como a las demás autoridades que consideró que tenían interés en el asunto, esto es (i) “DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD MILITAR”, (ii) “ESM BATALLÓN SAN MATEO”, (iii) “SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD”, (iv) “ESE HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE DE PEREIRA – RISARALDA”, (v) “COMANDO GENERAL FFMM EJERCITO NACIONAL” y (vi) “MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL”.

No obstante, la Sala advierte que el despacho de primer grado, de un lado, fue impreciso en la descripción de cada autoridad vinculada, dado que confundió -por ejemplo- la Dirección General de las Fuerzas Militares con la Dirección del Ejército Nacional, y notificó indebidamente la admisión y el fallo constitucional a los Establecimientos de Sanidad Militar del Batallón de ASPC No. 8 “Cacique Calarcá” con sede en Armenia y del Batallón de Artillería No. 8 “San Matero” de Pereira, vinculados al trámite y con vocación de atender los requerimientos de salud del agenciado. 
Ello, por cuanto los mensajes de datos remitidos para efectos de notificación a dichas autoridades, en diciembre 24/2024 y enero 03/2025,
 se dirigieron entre otras a las direcciones electrónicas (i) “jurídica.esmbasam@gmail.com” -ESM Batallón San Mateo- y (ii) “baser8@ejercito.mil.co” -ESM Batallón DE ASPC No. 8 Cacique Calarcá-; sin embargo, dichas cuentas no corresponden a las dependencias vinculadas, conforme se verifica en el portal web de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional
, espacio en el que se registran como medio de contacto para el ESM de Armenia los correos “atencionalusuariobaser8@gmail.com - rycdismed3026@gmail.com” y de manera más específica al área jurídica en “tutelasbaser8@gmail.com– atencionalusuariobaser8@gmail.com”,  en tanto que para el ESM de Pereira figuran los correos “direccion.esmbasam@gmail.com” y “Juridica.esmbasam@gmail.com”. 
Valga precisar que, si bien la última de las direcciones electrónicas se asemeja a la empleada por el juzgado para notificar al ESM del Batallón “San Mateo” de Pereira, difiere en cuanto el despacho utilizó equivocadamente un carácter especial (la tilde en la palabra <jurídica>), el cual cambió por completo la nomenclatura de la cuenta de destino e impidió perfeccionar la notificación. 

Similar situación se percibe con el ESM del Batallón de ASPC “Cacique Calarcá” de Armenia, pues la dirección que utilizó el juzgado corresponde a la unidad operacional y no al Establecimiento de Sanidad Militar.

Aunado a lo dicho, teniéndose como centro del debate pretensiones asociadas a la autorización de recursos para transporte, no solo del accionante sino de su acompañante, la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional (DISAN), como lo advirtió la DGSM, debía ser vinculada al trámite, pero, pese a que el juzgado consideró que tal autoridad ya estaba vinculada, ello nunca ocurrió, pues se limitó a vincular a la Dirección General de Sanidad Militar y al Comando General de las Fuerzas Militares, además del Ejército Nacional, pero no lo hizo concretamente con la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, dependencia que es independiente a las ya referidas, omisión que pasó desapercibida por la imprecisa descripción de autoridades vinculadas por parte del despacho.
En efecto, el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional (SSMP) constituye un Régimen de Excepción reconocido en el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, reestructurado por la Ley 352 de 1997 y el Decreto 1795 de 2000, en cuya normativa se estableció su independencia en el manejo de recursos para cada uno de los Subsistemas (Fuerzas Militares y Policía Nacional) -artículo 4 lit. “i” L.352/97-.
Por su parte, la Ley 352/97, modificada por el Decreto 1795/00, en su artículo 9°, prescribe: “Créase la Dirección General de Sanidad Militar como una dependencia del Comando General de las Fuerzas Militares, cuyo objeto será administrar los recursos del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares e implementar las políticas, planes y programas que adopte el CSSMP y el Comité de Salud de las Fuerzas Militares respecto del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares.” 

Adicionalmente, el artículo 14 ibidem establece:

“El Ejército Nacional, la Armada Nacional y la Fuerza Aérea serán las encargadas de prestar los servicios de salud en todos los niveles de atención a los afiliados y beneficiarios del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, a través de las unidades propias de cada una de las Fuerzas Militares o mediante la contratación de instituciones prestadoras de servicios de salud y profesionales habilitados, de conformidad con los planes, políticas, parámetros y lineamientos establecidos por el CSSMP.

PARÁGRAFO. En los establecimientos de sanidad militar se prestará el servicio de salud asistencial a todos los afiliados y beneficiarios del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares contemplados en los artículos 19 y 20 de la presente Ley, en los términos y condiciones que determine el Comité de Salud de las Fuerzas Militares”.
Como fácilmente se aprecia, existen unas competencias definidas para la Dirección de Sanidad del Ejército, en quien recae una obligación tanto de carácter administrativo y presupuestal, como asistencial, por intermedio de sus Establecimientos de Sanidad, sin embargo, en este caso dichas dependencias no se vincularon en debida forma al trámite de tutela.

La jurisprudencia constitucional ha establecido que la falta de notificación de las providencias proferidas en un proceso de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo, lo mismo que su falta de vinculación al proceso, generan una irregularidad que vulnera el debido proceso. Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho: 
 “Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.”

Pese a la informalidad de la acción de tutela, es posible que quien a ella acuda no determine con la claridad qué dependencias o entidades son las que afectan sus derechos o tienen obligación en su protección, lo cual exige al juez en sede de tutela a prestar mayor atención, en aras de detectar cualquier falencia y proceder a enderezar el trámite mediante la vinculación de quienes tienen injerencia, como así lo tiene definido la Corte Constitucional:

“Ahora bien, aun cuando en principio es al demandante a quien le corresponde identificar al presunto infractor de sus derechos, la jurisprudencia ha precisado que al juez de tutela le asiste la obligación subsidiaria de integrar de oficio la causa pasiva o el legítimo contradictorio, cuando encuentre que el actor ha citado a quien en realidad no es responsable de la conducta imputada o, en su defecto, cuando observe que no ha referenciado a la totalidad de los sujetos que están involucrados en la amenaza o violación alegada”. 

Con mayor razón entonces, debe procurar especial atención el funcionario judicial cuando en la acción tutelar se mencionan personas o entidades que por algún motivo deben ser vinculadas al trámite, amén del interés que les puede asistir en el asunto, para garantizarles su derecho de contradicción. Y en este caso específico, es evidente que tanto la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional como los Establecimientos de Sanidad Militar de los Batallones “Cacique Calarcá” de Armenia y “San Mateo” de Pereira, tienen un interés directo en el asunto, al punto que pueden resultar afectados con la providencia que aquí se adopte, dada su injerencia en la prestación de los servicios de salud que se reclaman a favor del ciudadano WILLIAM MELCHOR.
Así las cosas, no queda alternativa diferente que decretar la nulidad de la sentencia objeto de apelación, con el fin de que se proceda de inmediato a integrar el contradictorio en los términos indicados, dejándose incólume, desde luego, las pruebas válidamente allegadas.
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala No. 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y de la ley,  
FALLA

PRIMERO: SE DECRETA LA NULIDAD de la sentencia proferida en enero 03 de 2025 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), por las razones aducidas en el cuerpo motivo de esta providencia, a efectos de integrar en debida forma el contradictorio.
SEGUNDO: Remítanse de inmediato las diligencias al juzgado de origen para los fines pertinentes.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
� Constancias obrantes en los documentos “04ConstanciaNotificacionAdmite” y “08ConstanciaNotificacionSentencia”, respectivamente.


� Consulta realizada en: https://www.sanidadfuerzasmilitares.mil.co/direccion-sanidad-ejercito-nacional/institucional/servicios-al-ciudadano/directorio-establecimientos-sanidad-militar-1/regional-11-armenia


� Auto 115A/08


� Auto 257 del 13-Sep-06, M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil
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